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RESOLUCION FINAL

1. INTERVINIENTES

Denunciantes: ''i:

0

1 Proveedora denunciada DREAMS PRODUCTIONS. S.A. DE C.V.

II, HECHOS DENUNCIAROS Y ANTECEDENTES

A. Los consumidores y

¡nierpiisieron SU denuncia en lecha 22/07/2021 (fs, 1), mediante la cual expresaron que: ''celebraron

m contrato de intermediación iurístíca en hotei Orna de! Sol ei 02/04/202! con el

proveedor HEALFH SOLUTIONS, expresan que ya no desean el coniraío. ya que, no ct^mpiieron

con lo promeiido ic han hecho el cargo a sus larjeías, por im touil de S2J00 pcmi el pago de los

primero"^' días de Mayo, dinero que no tiene dispanihie y ellos mieniras estaban en la firma

expresaron que le había dejado los cargos en cuotas a 48 meses pero na es asL además de mctmpiir

con ¡o siguiente: - No han adquirido ningún descuento, paquete íurísticú ni consulta telefónica en

el seguro de salud brindado (de ios cuales prometieron 6 personas aseguradas y soiíuneme

! recibieron 2 pólizas) - Lajirma de contrato Jue fuera las ínsiaiaciones mercantiles del proveedor.

Por ¡o aue procedieron a soiiciiar en retracto del contrato medkmie carta que presentaron el |

/27/4/2/ ante el proveedor porque se enconírahan deruro del periodo de los S días hábiles i

posieriores a la firma del contrato, la respuesta del proveedor solamente Jííc que se comunicarían j

cm ellos, pero no confirmaron la devolución " (sic).

Según los denimciantes. los hechos narrados pueden ser constitutivos de la ¡nfraccióri muy

grave establecida en el artículo 44 letra k) de la Ley de Protección ai Consumidor -en adelante

L.PC-, que dispone: "Son infixwciones muy graves í,..): Negarse a hacer la devolución del dinero,

cuando lH consumidor hayti ejercido el derecho de desistimiento, retracto {..J ; relacionado al

artículo 1:3-A, de la citada ley.

Se siguió a! procedimiento respectivo en la Gerencia de Atención Descentralizada de ía

Defensoría del Consiimidor —eri adelante GAD- sm que la proveedora denunciada > los

¡ denunciantes pudieran llegar a ningún acuerdo concihaiorio, puesto que la proveedora no se



presentó a ninguna de las dos audiencias conciliatorias a las que fue citada (fs. 27 y 35) pese haberse

notificado en legal forma las diligencias seguidas por la GAD. sin que la proveedora presentara

causa justificada de su incomparecencia.

En razón de lo anterior, y conforme al artículo i 12 inc. 2" de la LPC, se presumió legalmente

como cierto lo manifestado por el consumidor en su denuncia y se remitió c! expediente a este

Tribunal. Posterio.rmentc se mitio el presente procedimiento administrativo sancionatorio mediante

resolución de las once horas con cuarenta y dos minutos del día 27/02/2024 (fe. 38 al 40).

m. PRETENSIÓN PARTICITL.4R

Los consumidores señores y ,

solicitaron: "(...)la terminación del contrato de intermediación turística rnimero 4S mediante el

retracto dejándolo sin efecto uniiateralmente, al proveedor DREAMS FRODUCTIONS, S.A, DE

C. V., por laherse contratado fuera del establecimiento mercantil y haberlo solicitado dentro de Im

f días hamies posterior a la contratación, asimismo, por el incumplimiento de lo ofertado por el

proveedor, >■ en consecuencia se efectúe la devolución de su dinero por la cantidad de $2,200.00 "

(Sic):.

IV. INFRACCION ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA INFRACCION.

Según se consignó en el auto de inicio (fs. 38 al 40) a la proveedora denunciada se le imputó la

supuesta comisión de la infracción establecida en el artículo 44 letra k) de la Lev de Protección al

Consumidor -en adelante LPC - que prescribe: ''Negarse a ¡uwcr la devolución del dinero, cuando
el consumidor haya ejercido el derecho de desistimiento. ■'Vtracto o rcx-ersion de pa,^os". en

relación con el articuio )3-A de la misma normativa que señala: "El derecho de retracto de un

contrato es la facultad del consumidor de dejar sin efecto el contrato unilaíeraímente. sin necesidad

de justificar su decisión _v sin penaltación alguna, siempre _v cuando no .se hubiera perfeccionado

por no haber transcurrido ei plazo de ocho días, o no se hubiera empezado a hacer uso del bien, o
el servicio no se hubie.ve empezado a prestar (...)

El mismo articulo establece en la letra a), las regias en que se puede ejecutar el derecho en

estudio, considerando los siguientes casos: (i) compra de bienes y contratación de servicios

ofrecidos por el proveedor o un tercero que actúe por su cuenta fuera del gtíabiecimieniúmtercaníié,
en reuniones convocadas con dicho objetivo por el proveedor, y donde el consumidor deba expresar

su aceptación dentro del mismo día de la reunión: (ii) contratos a disfáaciip es decir, ios contratos

celebrados con los consumidores en el marco de una actividad cmprcsaríat, sin la presencia física



simultánea de los contratantes, siempre que la oferta y aceptación se realicen de forma exclusiva a

través de una técnica cualquiera de comunicación a distancia y dentro de im sistema de contratación

a distancia organizado por el empresario: y, (iii) cmandú así se recomzca em ía promoción,

publicidad o en el propio contrato, de acuerdo a lo consignado en el artículo 13-A letra a) de la LPC.

Adicionaimentc podrá ejercerse cuando la contratación no se haya perfeccionado, por no haber

transcurrido ocho días, o no se hubiera empezado hacer uso del bien, o porque el servicio no se haya

empezado .a prestar; debiendo comunicarse por escrito al proveedor y debe constar de forma

fehaciente la fecha de tal comunicación. Finalmente, una vez se haya ejercido el derecho de retracto

de conformidad a los parámetros señalados, el proveedor estará obligado a devolver fas sumas

abonadas por el consumidor dentro del plazo má.xlmo de quince días desde la comunicación del

retracto.

A! respecto, este Tribunal, considera que, transcurridos quince días después de haber ejercido

el derecho, sin que el proveedor haya hecho la devolución correspondiente, se puede entender que ;

éste se negó a hacer la devolución respectiva, corno resultado de una manifestación expresa en tal

sentido o por haber omitido realizar la devolución en el plazo establecido.

En caso de comprobarse ta comisión de dicha infracción, acarrearía la sanción establecida en .

el artículo 47 de la LPC, que dispone una multa de hasta quinientos salarios mínimos mensuales ̂

urbanos ©n la industria. i

En nuestro ordenamiento jurídico, tenemos antecedentes de dicho derecho en materia civil. El ;

jfüviilo 1606 del Código Civil —C.C.—. consigna la posibilidad de que los contratantes estipulen i

que la venta de algunas cosas no se estime perfecta hasta c! otorgamiento de escritura pública o'

privada, en el que podrá cualquiera de las partes retractarse mientras no se otorgue la escritura o no 1

haya principiado la entrega de la cosa vendida. En el mismo Código, eJ artículo 1607 estipula que j

I  "Si se vende con arras, esto es, dando una cosa en prenda de la celebración del contrato, se i

entiende que cada uno de ios contratantes podrá retractarse: el (pte ha dado las arras,

perdiéndolm: y el qm im ha recibido, restituyéndolas dotíadas

El artículo 1608 del mismo cues-po normativo señala que si tos contratantes "no hubieren fijado |
plazo dentro del cual puedan retractarse, perdiendo las arras, no habrá lugar a ía retractación

de spue s de los dos meses subsiguientes a íá mnvenciátt".

ejemplo lanbién lo encontramos en el articulo 1884 del mismo Código, en el contrato de!
mandato cu indo se establece que éste se "reputa perfecto por la aceptación del mandaíario (...) i



Aceptado eí mandato, podrá el mandatario retractarse, mientras el mandante se halle todavía en

aptitud de efemtar el ne^cio por si mismo, o de cometerlo a diversa persona". Finalmente,

podemos citar él caso de "k fianza", cuando el artículo 2090 C.C, señala que "Puede afianzarse no

sóiú una obligación pura y simple, sino coftdieiomi y a plazo. Podrá también afianzarse una

obligación futma; y en este caso podrá el fiador retractarse mientras la oUigación principal no

exista

IjOrenzetti, R.L, en su obra "Comumidores", sostiene que las modalidades de venta actuales,

basada.s en el denominado "marketing directo", tratan de llegar ai consumidor de manera agresiva,

penetrando en su dom ic i lio, en su lugar de trabajo, en su correspondencia, seduciéndolo con sorteos.

La legislación tiende a proteger al consumidor evitando que éste obre apresuradamente y bajo

presión, réceptaado técnicas elaboradas en el Derecho Comparado, en especial el Derecho francés,

las que consisten en poner el consentimiento en "cámara lenta".

La venta domiciliaria es aquella en la que ta propuesta de venta de una cosa es efectuada al

consumidor en el tugar donde reside, en forma permanente o transitoria, o en su lugar de trabajo.

Se relaciona en la icfenda obra, las ventas realizadas mediante la convocatoria para otros íines.

en las que el consumidoi es invitado porque ganó un premio a un sitio donde se le va a entregar el

mismo, o es invitado "especial" a un cóctel Cl ambiente de "venta" desaparece y es sustituido por

la a la que e! consumidor concurre porque "ganó" o porque es "especial". De este modo se

t! ibJtja sobre sus emociones para que asista y también para que compre ueao del cóctel, de las

pcacu'as o videos, y de pasar varias horas, se hace la oferta eoncreta, agresiva, emotiva,

generairacnle de un sistema de tiempo compartido.

Es muy frecuente en este campo la proliteración de las ofertas denominadas "agresivas", porque

tienden a disminuir la capacidad de disceraímiento del consumidor. CLORENZETTI, R.L. en su

obra "Consumidores'', primera edíeiótt, Santa Fe, Rubinzal-Cuizoni, 2003, Pág. 207).

También el derecho en estudio es regulado en otras legislaciones como la chilena. Así, a manera

de referencia se puede citar el artículo 3 bis de lá ley 19.496 emitida por el Congreso Nacional de

! Chile, promulgada e! día 07/02/1997, que establece normas sobre protección de los derechos de los

j consumidores, cuando señala que "S consimidor podrá poner término unilateralmente cd contrato

I en el plazo de / O días contados desde la rti.t palón del producto o desde la contratación del seríñcio

\y ames de la prestación dci nismo (...) ".



Asimismo, en México se encuentra, regulado en la Ley Federal de Protección al Consumidor en

su artículo 56 que prescribe: "£7 contrato se perfeccionará a los cinco días hábiles contados a

partir de la entrega de! bien o de la firma del contrato, lo último que suceda. Durante ese lapso, el

consumidor tendrá el derecho de revocar su consentimiento sin respomabilidad alguna. La

revocación deberá hacerse mediante aviso o mediante entrega del bien en forma personal, por

correo registrado o certificado tomando como fecha de revocación la de recepción para su envío,

0 por otro medio fehaciente. Lá revocación hecha conforme u este artículo deja sin efecto la

operación, debiendo el proveedor reintegrar al consumidor el precio pagado ".

Además, en Brasil, en la Ley N'^8.078. que dispone sobre la protección del consumidor y dicta

otras providencias, el artículo 49 establece: "El consumidor puede desistir del contrato en un plazo j

de siete días contados a partir de su firma o del momento en que recibió el producto o servicio. |
I

siempre que la comratación de suministro de productos y .serx'icias haya ocurrido fuera del,

establecimiento comercial, especialmente por teiéjbno o a domkiiío

Continua la referida normativa en su párrafo único: "Si el consumidor ejercita su derecho de

arrepentimiento previsto en este articulo, los valores eventualmeme pagados bajo cualquier título, j
durante el plazo de reflexión, serán devueltos inmediatamente, actualizados monetariamente j

Bn termmos juridicos, se trata de un derecho preferente que puede ejercerse dentro de un pla/.o |

determinado Se considera que dicho pla/o es un tiempo de reflexión o periodo de enfriamiento en i

las ventas o contrataciones que se dan en un contexto especial: así, por ejemplo, se habla de tas
1  i

i ventas a domicilio, fuera del establecimiento, a distancia, por catálogo, en las llamadas "tele j

ventas", y en general donde e! bien no es apreciado Lsicamenie por el adquirenle. ,
•  • I

Finalmente, y de forma general, según el diccionario de la lengua española, retracto proviene j

de! latín retractus. \ se refiere a! derecho que compete a ciertas personas para quedarse, por el tanto |,

de sil preoio, con la cosa vendida a otro, j

V. CONTESTACIÓN DE LA PROVEEDORA DENUNCIADA

Se siguió el proeedimicnto consignado en los artículos 143 y siguientes de la LPC. respetando ̂
la garantía de audiencia y e! derecho de defensa de la proveedora denunciada, quien compareció i

cotiforme a las actuaciones que se detallan a continuación:

A, En fecha 24/01/20:24 este Tribunál recibió escrito firmado por el señor

.  en calidad de administrador único propietario y representante de!

DREAMS PRODUCirONS, SOCIEDAV) ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE, por medio del i



eual informa haber renunciado a dicho cargo, y el mismo ha sido inscrito en el Registro de

Comercio, del Centro Nacional de Registros (fs. 44 al 48).

B. Posteriormente, la proveedora DREAMS PRODUCTIONS SOCIEDAD ANONIMA DE

CAPITAL VARIABLE no se pronunció al respecto, ni tampoco acerca de la conducta denunciada

que se ie imputa, a pesar de haber sido debidamente notificada las rcsolucionts de Inicio y apertura

a prueba tal como consta en el presente expediente (fs. 43 y SO).

Es así, que este Tribunal se pronunciará sobre la conducta imputada a la denunciada con base

en la prueba que consta en el expediente de mérito, ya que no intervino a ejercer su derecho de

defensa, pese habérsele otorgado la oportunidad procedimentai para hacerlo.

¥1. VALORACION DE PRUEBA/HECHOS PROBADOS

.4. üc conformidad con los artículos 146 de la I,.PC y 106 inc. 3'^ de la Ley de Procedimientos

Administrativos -en adelante LFA-, las pruebas oportunas, pertinentes y conducentes aportadas en

el procedimiento, serán valoradas conforme a las reglas de ta sana crítica; a excepción de la prueba

documental, la cual se realizará conforme al valor tasado de la misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso

acumulado con número de referencia 23-2003/41-2003/50'2003/17-20t)5/'2l.-2005, de fecha

18/!2,'2009. en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: "Cuando la 'utilización'

de la máxima de experiencia viene predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema

de veisradén demominado prueba tasada o tarifa ie^ai: es decir, en la prueba tasada ú tarifa

legal, ¡G que hace el legislador es proveer una de las máximas que deben integrarse al

razonamienío probatorio del juez, como la premisa mayor del sih igismo fúndame ni a¡ sobre cada

medio de prueba (...) el legislador señala una lista de medios de prueba y a cada una le asigna

un determinado y preciso valor probaimio -certeza objetiva-; es decir que, en este caso, amparado

en la seguridad jurídica, el legislador determina previamente ¡a máxima de experiencia, aunque

can distinta fuerza dependiendo de la prueba de que se trate"' (los resaltados son nuestros).

Dicho esto, el artículo 106 inc. 6° de la LPA dispone: "Li .v dúctmenrm formaitados por ios

funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que. observándose los

requisitos legales correspondientes se recojan los hecho i constatados por aquellos, harán prueba

de estos salvo que se att edite lo contrario ".

I  Además, el artículo 311 del Código Procesal Cu d \ Akicrtiiid -en adelante CPCM- Jetenrima
I el valor probatorio de los instrumentos, asi 'Im mtrun'eftms públicos comtitiríran pniena



fehaciente de los hechos, actos a estado de co.sas que documenten; de la fecha y personas que

intervienen en. el mismo, así como tiel fédat&río o fimetaniM-io (fue lo expide. Los msírumeMm

privados hacen prueba plena de su contenido y o torgantes:, si no ha sido imfmgmda su mtentícidad

o ésta ha quedado demostrada. Si m quedó demostrada tras !a impugmción, ios instrumentos se

valorarán conforme a tas reglas de la sana crítica" (los resaltadob son nuestros).

Finalmente, el ariícuio 63 del Reglamento de la LPC. viene a reforzar lo estipulado en el

derecho común al establecer: Las actas mediante la.'! cuales losfuncionarios de la Defensona hagan

consí(tr las actuaciones que realicen, harán Jé, en lanta no se demuestre con prueba pertinente y

suficiente su inexactitud o falsedad. El mismo valor probatorio tendrán los informes v otros

documento.s que emitan ios fimcuMarios y empleados de la Defemorm, en el ejercicio de sus

Junciones.

Así las cosas, este Tribunal valorará ia prueba de conlbrntidad a los métodos aceptados en el

ordenamiento jurídico, para posteriormente detennínar si en el presente procedimiento se ha

configurado la infracción consignada en el artículo 44 letra k) de la LPC, por negarse a hacer la

devolución del difiero, cuando los consumidores hayan ejercido el derecho de retracto,

B. En él presente caso, es menester señalar que el expediente fue cettiíjeado a este Tribunal de

conformidad a ia presunción legal estableeida en et artículo 1 12 inciso segundo de la LPC, por lo

que en aplicación de dicha disposición se presumirá legalmente como cierto lo manifestado en la,

denunGia.

De eonfonnidad con el artiGulo 414 de! CPCM. ¡as presunciones legales, conocidas como;

presunciones iuris tantum. son aquellas en ra7.ón de las cuales la persona a la queJavorecca quedara i

dispensada de la prueba del hecho presunto al estar probados los hechos en qtie se base. j

Sin embargo, las mismas admiten: prueba en contrario, y en ese caso ia actividad probatoria se |
podrá dirigir tanto a demostrar que ios indicios probados inducen a un hecho disanto o n ninguno, j

como a efectuar la coritrapriieba de dichos indicios para e.^tablecer su inexistencia. |
Jurídicamente, la presunción se define corno aquel razonamiento en virtud del cual, partiendo ¡

de un hecho que está probado o admitido, se llega a la consecuencia de la e.xistencia de otro hecho i
que es el supuesto fáclico de una norma, atendiendo al nexo lógico existente entre los dos hechos, j

Las presunciones son un método lógico para probar y están compuestas estructuraImente de una í
afirmación, hecho base o indicio, de una afirmación o hecho presumido y de un enlace, (.a;

afirmación base o e! hecho base -—también conocido como indicio - recibe esta denominación ]

■  ■
"Hl ./



porque es el punto de apoyo de toda presunción. La base de la presunción puede estar constituida

por uno o varios indicios^ pero lo decisivo de! indicio es que esté fijado en el procedimiento y que

resulte probado. En conclusión, la afirmación presumida o e! hecho presumido es una consecuencia

que se deduce del hecho base o indicio.

C En el presente procedimiento saneionatorio, se incorporó.la siguiente prueba documental;

1. Fotocopia simple de factura nú,mero emitida por la proveedora DREA.MS

PRODUCTIONS, S.A. VE C.V., en fecha 02/04/2021, por la cantidad de $2,200.00 dólares,

en. eoncepto de "Afiliación Health Selutiom " y voucher de dichas

transacciones (fs, 6 vuelto), por medio de! eual se aeredíta el pago realizado por los

cónsiimidores; a la referida proveedora.

2. Fotocopia: simple de contrato de Servicios de .Intermediación número

celebrado: en fecha 02/04/2021, por los cotisum.id.ores y

con la proveedora I>REA.M:S PRODüCTIOMS, S.A. DE C.V.,

comprobando ta relación contractual preexistente a la denuncia (fs. 8) y anexos certificados

prórnoeionáles y acuerdo de beneficios (fs, 4, 5 y 7).

3. Fotocopia simple de escritos firmados por los consumidores

y  de fecha 12/04/2021, donde manifiestan a la proveedora

DREAMS PRODUCTIONS, S.A. DE C.V., el ejercicio de su derecho de retracto (fs. 9).

4. Fotocopia simple de respuesta a solicitud de retracto del contrato y aíiulació.n del cob.ro a la

tarjeta de crédito, emitida por la proveedora DRLA2!> PRODUCTIOiN'S, S.A, DEi C.V., con

fecha 07/06/2021, en la cual les iiacen de su coiiociiB:tento que les realizarán la devolución

de una parte del dinero pero que según manifestaron ios consumidores no se había efectuado

a la fecha de interposición de la denuncia (fs. 10).

m ANALISIS DE LA CONFKÍUILLCION DE LA INFRACCION

A. AI respecto, este Tribunal Sancionador deberá analizar -en el caso en particular-, que: (i)

la contratación de ios servicios se realizó fuem dei estaMecimiento mermmtil; mediante ta

modalidad a distancia; o, que así se reconozca en la oferta., promoción., publicidad o en el propio

contrato; (ü) e! derecho fue ejercido dentro de los ach& días hábiles siguientes a la. celebración del

contrato; (ül) existió «lia mmunicaeiém pm escrita al proveedor y cansía deforma fehaciente la

ieekú de tai camunicaciÓMi (iv) transcurrido el plazo ináxi.mo de quimce días desde la



comunicación del retracto, la negativa de ¡a proveedora -de forma expresa o tácita- a entregar a los

consutHÍdoms la cantidad de dinero eofrespondiente,

B. Asi, con base en los elementos probatorios señalados en el romano VI de la presente

resolución, ta quedado coniprobado:

1. La relación de consunto existente entre los consumidores

y  y ta proveedora denunciada DREAMS PRODLC! lONS,

S.A. DE C.V; así como la techa de celebración del contrato - 02/04/2021-, ptsr medio de

eontraío de servicios de intermediación número (fs. 4, 5, 7 y 8).

2. Con la factura y vouchers de fecha 02/04/2021. por la cantidad de $2.200.00 dólares, .se

acredita el total de dinero pagado por los denunciantes en concepto de "Afiliación Health

así como la fecha en la que el referido pago fue efectuado por los

coástimídorés-02/04/202!-.

3. Que en el sexto día hábil después de la contratación del servici© (12/04/2021), y previo a

que se prestara el mismo, los consumidores efeetivamente presentaron ante la proveedora,

on escrito (fs, 9) en el que ejercieron su derecho de retracto, y solicitaron que se hiciera

efectiva la devolución de lo pagado. Recibiendo la respuesta positiva de la proveedora,

pero que dicha devolución nunca fue efectuada (fs. 10).

Mediante dicho intercambio de escritos se demuestra que, efectivamente, ios con-sum ¡dores.

ejercieron su derecho de .ctsaclo, así como el incumplimiento de la proveedora a devolverles ci j

dmero por los .serv «cios no pi estados, de los cuales se retractaron:. i

C. ConfoiTíie a los hechos probados, resulta necesario para este Tribunal, establecer en primer

lugar si el servicio ya había sido prestado o no, para posteriormente determinar si los consumidores

tenían derecho a retractarse de! contrato o no,

I. Según consta en la copia del contrato suscrito por los consumidores, en la cláusula !)

OBJETO DEL CONTRATO letra a) se establece: EL SOCJO/A úiiquiere a iraves de

'd}REAMS PRODUCTIONS, S.A, DE C,VS\ id programa y los m ios de intermediación

Comercial y Turística, enire 'este y las persúnm naitirúles á j uiti m- qtm proporcionan

dfrecramenie ios servicios mies como: Servicios de Asistencia Integrid d Sahid ios cuales estarán

acitvos par doce meses; Servicios de Desin^cción de .ireas residencíales o comerciales;]

Transporte turísiico de personas, alojamienío en hoteles, restaiminTes, renta de vehmulos, líneiisi

aéreas, gidas de íurismo y otros servicios relacionados con el iurístno a nivel naaonai o j

,
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intermcional Por su parte, en la cláusafa 2) las partes acordaron que: "la duración del plazo

del contrato para el goce de los servicios de intermediación eomerciai y turística que acredita ai

SOCIO/A como miembro de D&EAMSPRODUCTIONS será de 7 AÑOS". Asimismo, sé reitera en

dicho documento qae se trata precisamente de la prestación de servicios y descuentos frente a tarifas

ofertadas por cualquier otro agente comercial y turístico a nivel nacional.

De lo anterior, se extrae que el objeto de la contratación es por una parte que la proveedora se

obligaba a prestar los referidos servicios y los consumidores esperaban hacer uso y gozar de los

beneficios y descuentos por los cuales pagaron la cantidad de $2,200.00 dólares. Es decir, que la

intención de contrataf de los consumidores no estaba basada en la mera tenencia de una credencial

o de eertifieados extendidos por ta proveedora, sino en la efeetiya prestación de an servicio

conierc ¡ai V turístico contratado.

;  Lsic l ribunal eoneluye entonces, que en. ei presente ca.so los servictos ceirtratados ao se

habían prestado al mo.mentQ que los con.samidoFes comunicaron a la proveedora su voluntad a

reíractarsé y la solicitud de Ja devolución de los $2,2CIO.:00 dólares que fueron pagados -según

comprobante dé fs. 6 vuelto-.

3. En co.neD:rdancia con lo anterior, y al haberse determinado que los servicios contratados por

los consumidores, no se habían prestado al ii).omeoto en que comunicó su deseo de reti'actarse a !a

proveedora, se eoneluye que sí nos enfrentanios a fiectios que eucajan dentro de lo regulado por

ei artíeuio 13-A inciso priiHero de la LPC que dispone: "Ei derecho de retracto de un contrato

es la factdtad del consumidor de dejar sin efecto el contmto unñateraimente, sin necesidad de

Justificar su decisión j' sin penaltacifin alguna, siempre y cuando no .te hubiera perfeccionado poí

no haber transcurrido el plazo de ocho días, o no se hubiera empezado a hacer uso del bien, o el

servicio no se Jmbiese empezado a presmr "(el resaltado es propio); y los señores

y  Sí le asistía su derecho a retractarse de la

contratación, situación que fue manifestada por escrito a la proveedora en fecha 12/04/2021 según

consta en carta con firma de recibido agregada a fs. 9.

D, Es preciso mencionar también, que el presente caso se inició bajo la presunción regulada e.ti

el artículo 112 inciso 2° de la LPC —los hechos expresamente manifestados por los consumidores

en su denuncia se presumen ciertos— y le correspondía a la proveedora denunciada la labor de

aportar la documentación útil y pertinente que respaldara la devolución efectiva del dinero qcc
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consumidores pagaron por servicios de intermediación comercia! y turística que no se utilizó, y así

desvirtuar la presunción legal que opera en su eontra.

Y es que, no puede obviarse que hay ciertos elementos de prueba, que solo pueden incorporarse

si son aportados necesariamente por ei supuesto infractor, por estar exclusivamente bajo su

disposición y resguardo, como en ct presente caso; no obstante, la proveedora, no presentó ningún

tipo de prueba, a pesar de que se le brindó la oportunidad de aportar los elementos que justificaran,

alguiffl causa válida que le impidió realkar la devolución de lo pagado por ios consumidores en la !

misma naturaleza que ftie pagado, es decir con dinero de curso legal (no en bonos o vales de |
descuento que solo pueden utilizarse con la misma proveedora), o en su defecto que el dinero:

p 1 ido por la misma, ya había sido devuelto, conforme a lo contratado y desvirtuar así la presunción |

del irtículo 112 inciso 2® de ía LPC. 1

E. Al establecerse que los consumidores estaban facultados por ley para ejercer su derecho de |
retracto, la proveedora sí estaba en la obligación de devolverles la cantidad de dinero pagada a'
cuenta del servicio contratado y que no fue prestado. No obstante, en el presente expediente se

comprobó que la proveedora DREAMS PEODÜCTIONS, b \ DE; C.V., no hizo ctettíva la

devolución del dinero a los consumidores a pesar que ellos rnanntsl uon su derecho de retracto.

Por lo anterior, se determina que la conducta de la proveedora, comprobada en el presente

procedimiento, se adecúa al ilícito administrativo establecido en el articulo 44 letra k) de la LPC.

Por consiguiente, es procedente sancionar a la denunciada por "Negarse a hacer la devolución del

dinero, cuando el comumidor haya ejercido el derecho de reiracio respecto de ios hechos

denunciados por los señores J

K Ahora bien, el principio dé culpabilidad está reconocido por e! artículo 12 de la Constitucióti

de la República, que prescribe; «[ijada persona a quien se impute un delito, se presumirá inocente

mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley y en Juicio publico, en el que se le aseguren

todas las ganmtia.^ necesarias para .su defensa», disposición que es aplicable no solo en el ámbito j

penal, sino adernás en el admini^irativo sancionador (sentencia de inc. 3-Ó2 Ac. 6-92 de la Sala de j
lo Constitucional, doce horas del 17/12/1992), 1

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de culpabilidad en materia j
administrativa sancionadora ha expresado que «[ejl principio de culpabilidad en esta materia

supone ti dt stierro d¿ ias diversas formas de nsponsahilidad or>ie!iva v rc.scata la operathidad

de dolo c la culpa como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una

■y
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responsabilidad personal por hechos propios, y de forma correkdiva un deber procesal de la

Admimsiración de evidenciar este aspecio subjetivo sin tener que utilizar prestmciones legislativas

de culpabilidad, es decin que se veda la posibilidad de una aplicación automáíica de las sanciones

tmicamente en razón del resuliado producido» (sentencia de Inc. 18- 2008 de Sato de lo

Constitucional doce horas veinte minutos del 29/04/2013).

Cabe déidacar que una de la siib-ealegorías o corolarios del principio de culpabilidad, es 1.a

responsabilidad: por el. hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en. la doctrina

adminislrativa sancionadora. Bste principio implica que la sanción únicamente puede recaer a. quien

en forma dolosa o eiitposa ha participado m los hechos que configuran una acción ilícita; así lo

expone Nieio al reíerir que «¡ejl gravamen que ¡a sanción representa que vo/o podrá recaer s'ohrc

aquellas [personas] que han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constíiuiivús de

infracción. Por io tanto, no es posible exigir responsabiiidad por la so la existencia de tm vínculo

personal con el actor o la simple titularidad de la cosa o acimdad en cuyo marco se produce la

infracción. La exigencia de individualmúción de la sanción supone un veto a ia respomabilidad

oljetiva» [Nieto, AJefúndro, Derecho Administrativo Sanciúnador, guinia edición iotalmente

refirrmadd Madrid. Déitoríai Tecnos, p. 329, 201IJ. En este ü.rden, conforme ai priocipío de

culpabilidad solamente responde el administrado por sus actos propios, de este modo, se repele la

posibilidad de construir una responsabilidad objetiva o basada en la simple relación causal

independiente de la voluntad del autor. En congruencia con lo expuesto, en el.. Ilereclio

AdministratiYo Sanclonador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de tal suerte que el

elem.e!ito indispensable para sancionar un actuar,, es la determinacióO: de la responsabiiidad

sujetiva. (Sentenciá emitida en el proceso 90-2014 por la Sala de lo Contencioso Administrativo

de la Corte Suprema de Justicia, a las catorce horas cincuenta v-' uno minutos del 24/10/201:9«

En relación con el tema de la responsabilidad sulyetiva de la proveedora denunciada, este

11 ibunal considera necesario aoalfear si ha obrado dolosa o cuando menos culposamente; es decir,

que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o negligencia. Por tanto,

ia existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición pára la configuración de 1.a

conducta saocionable.

De manera que,.analizada la conducta olyeto de! presente p.rocedim.ie.nto, este 1'Vibimal advierte

que ia misma es imputable a la pro\ cedora DREAMS PRODUCTIONS. S.A. i)E (W.. por ser csU;
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!a que corsaató con tos consumidores y por ser quien se encontraba obligada a devolver las

cantidades pagadas cuando se ejerció el derecho de retracto.

VIIL PARAMETROS PARA LA DETERMINACION DE LA S.VNCION

Como se expuso en los acápites precedentes, se ha comprobado fehacientemente la comisión

de la infracción muy grave reguiada en el artículo 44 letra k) de la LPC. por parte de la proveedora

DRiSAMS PRODUCTIONS, S.A. DE G.V., y es procedente la imposición de la sanción prevista

en el artículo 47 de la LPC, según los parámetros establecidos en la ley en mención.

Así, el artículo 49 de ¡a LPC establece los criterios para la determinación de la multa, siendo

estos: tamaño de la empresa, el impacto en los derechos del consumidor, ia naturaleza del perjuicio

causado o grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el ;

grado de intencionalidad -dolo o culpa- con la que procedió el tttfractor, el grado de participación

en la acción « omisión, cobro Indebido realizado y las eircunsiancias en que ésta se coract t según,

sea el caso.

A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso:

íi, Tamamü de ta emtpresa.

Según ta Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype)

en su artículo 3 detlne a las micro y pequeñas empresas de la .siguiente manera: "Micmemprem:

Persona natural o jurídica qm opera en tos diversos sectores de la economía, a intvés de mía |

unidadecot i m ío con im nivel de ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de I

mayor cuan.,a y hasta 10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica que opera]

en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica con un. nivel de venías

brutas anuales mayores a 483 y ha,sta 4,812 salarios mínimos' mensuales de mayor cumuia y con

un máximo de 50 trabajadores

A partir del ánáiisis de los documentos que constan en e! expediente administrativo, no es

posible encajar a la proveedora DREAMS PRODC'Í (TIONS. S.A. de C.V.. en ninguna: de las

categorías ames citadas, por no contar este Tribunal con la documentación financiera requerida para

efectuar dicho cálculo, pese a haberse solicitado con anterioridad según consta en la resolución de |
•  . ; j

inicio del procedimiento sancionatorio de mérito (folios 38-40). Es decir, en el presente j

procedimiento administrativo sancionador la proveedora infraclora ha mostrado una conducta,

procesal que evidencia el incumplimiento de su deber a prestar ia colaboración que le es requerida j

para el buen desarrollo de los procedimientos (ari. 17 número 5 de la LPA), por haber omitido

*>
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presentar la información solicitada por esta autoridad sancionadora, a efectos de establecer la

eapacidad ecOHÓmiea que tiene para asumir k multa.

Mo obstante, pese a que este Tribunal se ve impedido de computar y cíasificar a la proveedora

según !oS: parámetros establecidos en el artículo 3 de la Ley MYPE, siempre debe cimapiir su deber

de resolver conforme a los principios que rigen el ius puniendi; por tanto, reatmará una

iaterpretadón pm administrado, > únicamente para los efectos de la cuantíficación de la multa,

procederá a considerar a |a proveedora como una microempresa, guardando el equilibrio entre la

finalidad, disuasorla dé la sanción pecuniaria y el principio de proporcionalidad d< dtth t medida.

, h Gmdú áe miencwnaiidad del infraetm.

rste Fribunal considera este elemento en e! sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o,

cuando menos, culposamente es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba

a imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existeneia de un nexo de culpabilidad

constiaije una condición para la eonfiguración de la conducta sancionable. En ese sentido, en

reiteradas ocasiones se ha establecido- a, través de sus resoluGiones confomie a lo dispuesto en ei

artículo 40 inciso 2° de la LPC, que las infracciones administrativas son sancionabies, aún a título

de simple ncj^bgencia o descuido.

En el < tsu de mérito, la LPC instaura la obligación del proveedor de efectuar la devolución del

dinero, cuando el consumidor haya ejercido su derecho d,e retracto, tanto el artículo 13-A en su letra

b) romano IV "Una vez que el consumidor haya ejercido el derecho de remida, el proveedor estarcí

obligado a devolver la sumas abonadas pór el consumidor y dentro del plazo máximo de quince

'ihi\ desde la cmntínicación del retracto no obstaste, como ya se ha mencionado, la

proveedora no atendió dicho iKandamicnfó legal, o esgrimió alguna eximente válida.

De lo anterior se desprende que ta referida sociedad es responsable de adoptar las medidas

necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone la citada normativa. No

obstante, del análisis de los hechos y documentación agregada al expediente, este Tribunal

determinó que la proveedora DREAMS PRODUCTÍONS S \ DE C.V., actuó con negligencia

grave, pues teniendo conocimiento de que los consumidores torcieron su derecht> de retracto por

medio de escrito, no atendió al mismo, ni efectuó la devolución del dinero conforme lo establecido

por la ley, pese a que les hizo llegar una comunicación escrita en la que se comprometía a devolver

una parte del total del dinero pagado por ellos, ni siquiera eso fue efectuado,

c. Grado de participación en ia acción u omisión.
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A partir de im examen del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado

de participación en la comisión de la infracción por parte de ia proveedora DRfiAMS

PRODLÍCTIONS. S.A. de C.V., es directa e individual, pues se acreditó que ésta se negó a hacer la:

devolución del dinero, a pesar que los consumidores habían ejercido su derecho de retracto, lo cual

afectó la esfera paMiponial de los den:U:neían.tes,

ú Impaciú en !m derechm dei crntsumidnr y naturaleza del perjuicio úcasiúnadtí.

En el presente caso, con la comisión de la infracción administrativa por parte de la proveedora

DRBAMS PRODUCTIÓNS, S,A. DE C,V., consistente en negarse a devolver las cantidades de

dinero cuando los consumidores ejercieron su derecho de retracto de la contratación —artículo 44

letra k) de la LPC—•, se oeasionó. una afectación a la esfera jurídica de ios derechos de los

consumidores, quienes no pudieron recibir efectivamente la devolución de lo pagado, conforme a

lo establecido en ei artículo i3-A de la LPC, disposición que era aplicable para los hechos

analizados en la resolución de mérito, según se estableció en el apartado VII de la presente

resolución.

í„a conducta infractora de la proveedora, ocasionó un perjuicio económico a los consumidores,

en razón de que ellos erogaron cantidades de dinero por los servicios contratados que a la fecha en

que ejercieron, su; derecho de retracto (12/04/2021) ascendían a $2.200,00 dólares. Además, lo i
anterior supuso no sólo la dístninución en ei patrimonio de los consumidores que pudieron utilizar j
para otros propósitos dicha suma de dinero, sino también, perdieron la posibiikkd de eventuales'

beneficios económicos derivados de la referida suma.

Por otra parte, la infractord al obtener e! pago cfecluado acrecentó su patrimoruo y adquirió las j
ventajas del dinero pagado en concepto dei precio del contrato, en perjuicio de ios consumidores |

pues e! servicio no .ftie prestado, debido a que se retractó de ia contratación.

& FmaüÉad inmediata o mediata perseguida c&n la impmiclém de ia smncióm

.Víediame ta imposición de la multa, este Tribunal pretende causar un efecto disuasivo' en la

infractora DREA.VIS PRODUCTIONS, S,A. de C.V., quien ha cometido la infracción descrita en

ei artículo 44 letra k) de la LPC, con el fin de evitar futuras conductas prohibidas en detrimento de

los c:on,sum.idores. . . .

' la 'nanaÓN adffumsíraimL perdigue umj [mbiica por parre dei Estada que es- desíncentíurr conductas ilícitas, ni-tóa par ia ciui
no odonie >:omo motivación pasible mi ajdrt retríhnavo a favor dei panicaiar mieresado. En tai semídOy es ía propia .4dmmistractón Pública la
encardada Je es'iahle<.K.r ia procetkrtLia v natu^aii. za Je ia s\mciori a mtponer así como ia ciiaima, de ícr ei caso de modo tai que cumpla
DK óres ouN}<.o'} ames ̂nado'». Rvbolucion í tnai )X-202i) i l2 uiDtidd el n? (íí/2dJ!{í por la C tfoiisiun de Pruleccion al i tinsumidor \ 2
Sede k^'cnirai dei Insciiuco Madonal de Defensa de la Competencia y de la Protección de ia Propiedad IrUcleciua! de Peni,

"'■4./ :



Por consiguienle, para la determinación y cuantificación de la multa procedente, este Tribunal

debe prever que, en. el caso concreto, la comisión de la conducta infractora no resulte más ventajosa

que asumir la sanción correspondiente, como consecuencia de la misma.

IX. DETERMINACIÓN DE LA S WCION Y CUANTIFICACION DE LA MULTA

Tai como se expuso en el apartado \ I! de esta resolución, la proveedora DREAMS

PRODL t. riONS, S-A., 1.>E C-V., cometió ta infraeción muy grave regulada en el artículo 44 letra

k) L LPCi al negarse a devolver el dinero cuando los consumidores ejercieron el derecho de

retracto; y de accrdo al artículo 47 de la LPC, las infracciones calificadas como muy graves se

sancionarán con multa hasta de 500 salarios mínimos mensuales urbanos en la industria.

Conforme al análisis antes expuesto, considerando los principios de disuasión,

proporcionalidad y raiionabilidad que deben sustentar la imposición de la sanción, y de conformidad

con lo refutado en el artículo 139 número 7 de; la LPA este Tribunal Saneioaador ha decidido

iraponer a ila proveedora una multa; dentro del margen estipulado por ley como eonsecuencia para

la eomisión de las infraeeiones de la! gravedad.

Ai respecto, es importante señalar que las sanciones en materia de consumo tienen doble

finalidad: por un lado, corregir al que ha realizado la práctica ile,gal y, por otro, evitar que se sigan

cometiendo conductas prohibidas en detrimento de los consumidores (carácter disuasivo de la

sanción).

En tal sentido, en el presente caso, se debe tomar e:a cuenta el perjuicio económico que la

infractora ocasionó a ios consumidores por la co:nd:ucta cometida ($2,200.1)0 dólares) con el

propósito de cumplir con la finalidad perseguida por el legislador y con el objeto de establecer el

monto mínimo base que la multa a imponer podría llegar a tener, de modo que, en el presente caso

no podría sancionarse a la proveedora por una suma menor de la cantidad a la que asciende el

presunto daño ocasionado a los consumidores.

Por otra parte, en el presente procedimiento la infractora ha mostrado una conducta procesal

que evidencia el incumplimiento de su deber a prestar la colaboración que le es requerida para el

buen desarrollo de los proeeditnientes (artículo 17 número 5 de la LPA), pues no presentó la

información solicitada por esta autoridad sancionadora, pese habérsele solicitado en el inicio del

procedimiento. :

En linea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razoiiabilldad-establece que

las decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de ios límites de sus tacuitades y manteniendo
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la proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia,

este Tribunal considera que en el presente procedimiento administrativo sancionador resulla

pertinente fijar una multa cuya cuantía tqsüIM idóméi, mcesariay ffrop6rcimM.pmBMc6memem^

de los fines eonstitucionalinente legftimQs-—-eféeto disuasGrio—j previniendo así^ situaciónes en

donde la comisión de las conductas prohibidas por parte de los sujetos infractores resulta más

beneficiosa que el cumplimiento de la norma misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la,

finalidad de tutela de los derechos de información y económicos de ios consumidores.

Por consiguiente y en virtud del Impacto en ios derechos de tos consumidores, la naturaleza

de! perjuicio ocasionado o grado de afectación {$2,200.00 dólares, según factura N° de fs. 6

vuelto) el grado de intencionalidad con la que procedió la infractora -negligencia grave-, este

íribunal impone a la proveedora DREAMS PRODUCTIONS, S.A, de C.V., por la comisión de la |
infracción regulada en el artículo 44 letra k) de la I.PC, por ''Negarse a realizar la devolución del j

dinero, mando el consumidor haya ejercido el derecho de retracto (...) en relación con el \

arlícuio 13-A de la misma ley, una multa de ocho meses con quince días de salarlo mínimo mensual j
■  ' \

urbano en la industria, equivalentes a la cantidad de DOS MIL QUINIENTOS OCHENTA Y i

CINCO^ DÓLAR-ES CON CUARENTA Y CINCO CENTAVOS DE BÓhAR DE LOS |
ESTADOS UNIDOS DE AMÉRIC.A (S2,58S.45). en concepto de multa, de acuerdo a los i

elementos desafrollados ampliamente en la presente resolución. |

Establecido lo anterior, es menester señalar que, la multa impuesta representa el 1,7% dentro j

' del margen má.\imo estipulado por ley como consecuencia para la comisión de tal infracción —-5001

i salarios mínimos urbanos en el sector industria—, siendo, a juicio de este Tribunal, proporcional a ,

I  la gravedad que comportan los hechos, según las circunstancias objetivas j subjetivas previamente j
diah/adas.

X. REPOSICION DE LA SITUACION M.TERADA

Los consumidores en su denuncia solicitaron que la proveedora finalice el contrato y realice la

devolución del dinero pagado pOr el servÍGÍo, en razón 4ó ©ÜGí es necesario señalar lo siguiente;

.-I. Concerniente a la reposición de la situación alterada por la conducta ínífactora. la letra c) de!

artículo 83 de la LPC. expresamente señala que dentro de las atribuciones de este Tribunal se

encuentra: c) Ordenar al infractor, en ios casos de afectación a intereses individuaks. ̂

colectivos o difusos la reposick'm de la situación alterada por la infracción, ti su esíüdo prigyiaL i
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~Entre las medidas para lograr la reposición de ¡a situación alterada podrán ordenarse, la

smttíaeién del bien; la demluoión de lo cobrado indebidamente o la rebaja del precio (...)

B. Siguiendo el mismo orden de ideas, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprenia de

Justicia, por medio de sentencia definitiva pronunciada en el proceso de amparo referencia 111-

2§02, señaló qm ̂̂ La re.ftítución de las cosas al estada en que se encontraban antes de la violación,

no debe entenderse únicamente desde el pmtú de vista físico, sino desde una perspectiva jurídica-

patrimonial, como efecto directo dt la Síhttncia estímatoria".

Ein el mismo sentido, la Sala en mention., en la sentench difimtiva dictada en el proceso de

amparo referencia 73-2000, afirma que, recomcida la exMemia de un agravio en la esferajurídica

del demandante, la consecmneia lógica es reparar el daño, restaurando las cosas al estado en que

se encontr óan antes de la ejecución del acto vioiatorio de íferechos. Agrega que las sentencias

pueden tcntr iisíinto carácter, dependiendo del soporte jurídico y fáctico de la pretensión.

De igual forma, la Sala de lo CotttenLioso Adminisírativo de la Corte Suprema de Justicia, por

medio de la sentencia definitiva pronunciada a las diez horas treinta minutos del l9/05/2fi0S, en el

proceso referencia 130-2006, atlmió que el objeto de la normativa de consumo hace referencia a la

I prt tccción de los derechos de los consumidores, a efecto de procurar el equilibrio, certeza, y

' se ¡^lindad jurídica en las relaciones de consuiBO son los proveedores.

respete al principio de legalidad y con la finalidad de darle cumplimiento a! artículo 101 de
i

[ la Gonstítuclén y a los principios y direetrices de tas Naciones Unidas para la protección del

. consumidor, que ante los hechos acaecidos a partir de la fecha de entrada en vigencia de la LPC

i reformada, y ante una eventual resolución definitiva estiraatoria a la pretensión de los
I  •

I consumidores, este Tribunal está obligado por ley a ordenar la reposición de la sitiiación alterada

I por la infracción, según lo dispuesto en el artículo 83 letra e) de la LPC. :

!  C Conforme ai artículo 4 letra p) de la LPG la titularidad del derecho a desistir o retractarse de
i

I un contmto en ios rémiínos de la ley. le coiTcspondc al consumidor como un derecho irrcnunciable

i de acuerdo al artículo S de la misma by, siendo procedante ordenar la raposición de la situación

alterada da conlbrmidad a la pretensión de los consumidores, la cual, consiste m la cancelación del

contrato la devolución da! oiootB pagado:, por haber ejercido sii derecho de retracto.

Por consiguíentt > en virtud de lo e-Xpuesío en el presente apartado, este Tribiinal considera

procedente ordenm a la proveedora DRRAMS PRODbC llOMS. S,A. DE C,V\. devolver lo pagado

í por los consuniidores señora Y oii
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concepto de los sen'icios de intermediación comercial y turística de los cuales, los consumidores

ejercieron su derecho de retracto de la contratación, por ía cantidad de I>OS MIL DOSCIENTOS

DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (S2,200.00), con fundamento en el

análisis desarrollado en la presente resolución.

XL DECISION

Por tanto, sobre la base de lo anteriormente expuesto y con ftindamento en los artículos II, 14,

101 inciso 2° de la Constitución de la República: i3-A. 44 letra k.), 47, 4Q. 83 letras h) y c). 144 y

siguientes de la LPC; 218 y 314 ordinal U del CPCM; y 17 número 5, 112, 139 y 154 de la LPA.

este Tribunal RESUELVE:

a) Sanciónese a la proveedora DREAMS PRODIJC TlUNS S.A. DE C.V., con la cantidad de

DOS MIL QUINIENTOS OCHENTA Y CINCO DOl iRES CON CUARENTA Y

CINCO CENTAVOS DE BÓLjXR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

($2,i85.45)-, equivalentes a mhojmmm con qMmae dias de salario mínimo urbam en la

industria - D. E. N° 6 del 2 i /diciembre/2017, publicado en ei D.O. N°240. T4 i 7 del

22/diciembre/20l 7 en concepto de multa por la comisión de la infracción regulada en ei

artículo 44 letra k) de la LPC, por no devolver el dinero pagado por los consumidores,

seiores y pi^se haber ejercido

su derecho de retracto, conforme al análisis expuesto en el romano Vil de la presente

resolución y con fundamento en las disposiciones legales precitadas.

b) Ordénese a la proveedora DREAMS PRODUCTIONS, S.A. DE C.V., devolver a los

señores y la cantidad de DOS ,

VIIL DOSCIENTOS DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA |
($2,200.00). con lundamento en el análisis desarrollado en el romano X de la presente ̂

resolución. |

La presente resolución deberá ser cumplida dentro de los die/. días hábiles siguientes a la'

notificación respectiva, debiendo comprobar su acatamiento a este Tribuna! dentro de! plazo |

indicado. La mulla impuesta deberá hacerse efectiva en la Dirección General de Tesorería

del Ministerio de Hacienda, dentro del referido plazo: caso contrario, la Secretaría de este

Iribima! tertificará la presente resolución para ejecución forzosa conforme a ios

nrocedimlentos comunes.
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c) Extiéndase en la Secretaría de este Tribunal, certificación de la presente resolución a los

consumideres para los efectos legales que consideren pertinentes.

d) Hágase del conocimiento de los interviníentes que. en cumplimiento al artículo 104 de la

LPA y de conformidad a los artícalos 132 y 133 de la misma ley, la presente resolución

admite recurso de reeonsideración, el cual puede ser interpuesto ante este mismo i ribuna!

Sanciooador de la Defensoría del Consumidor, dentro del plazo de diez días hábiles

contados a partir del día siguiente a la notificación de la presente resolución, en la dirección

siguiente: T. Calle Poniénte y Pasaje "D" #5143, Colonia Escalón, San. Salvador.

e) Realícense las notitleaeiones correspondientes a la proveedora DREAMS

l RODUCTIONS. S.A. de C.V. mediante tablero público.

Q Yotifiquese.

\ /
)  /

José Leoisick Castro •

Presidente ''

'  • . I-

PabIo.J^#Zelaya Mcléndez
-Pl-lmer'voea!

■I í
.fuan Carlos Ramírez

Cieiiftiegos SegUB# vocal

PRONUNCIADA POR ^tOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL SANCIONADOR DE L.A
DEFENSORÍA DEL CONSUMIDOR QUE LA,SUSCRIBEN.

I...M/MF

Secreta;^fD''rfei Tribúnai Sancioiiador


